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UNIDAD JUDICIAL PENAL CON SEDE EN EL CANTÓN QUEVEDO 

 

En el Juicio No. 12283202300085, hay lo siguiente: 

 

VISTOS: En virtud de la audiencia de seguimiento al cumplimiento de sentencia 

realizada el 11 de enero de 2024, a las 14h30, en la cual se ha confirmado que el 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social se mantiene incumpliendo la 

sentencia expedida el 20 de enero de 2023 en la presente causa, así como las medidas 

dictadas mediante autos de 12 de octubre de 2023 y 25 de octubre de 2025, para 

garantizar su cumplimiento, la suscrita Jueza realiza el siguiente análisis: La 

Constitución de la República del Ecuador en el último inciso del numeral 3 del artículo 

86 de la Constitución de la República, al referirse a las garantías jurisdiccionales 

señala que los procesos judiciales solo finalizarán con la ejecución integral de la 

sentencia o resolución. Así mismo, en su numeral 4 establece: “Si la sentencia o 

resolución no se cumple por parte de servidoras o servidores públicos, la jueza o juez 

ordenará su destitución del cargo o empleo, sin perjuicio de la responsabilidad civil o 

penal a que haya lugar. Cuando sea un particular quien incumpla la sentencia o 

resolución, se hará efectiva la responsabilidad determinada en la ley”. Al respecto cabe 

señalar que la Corte Constitucional en la sentencia No. 010-10-SIS-CC, dentro del 

caso No. 0014-09-IS, manifestó que: “son los jueces de instancia quienes deben 

ejecutar sus sentencias y que subsidiariamente se ejercitará la acción de 

incumplimiento ante la Corte”. Esta sentencia fue complementada y ampliada en el 

precedente constitucional obligatorio, que emitió la Corte Constitucional en la 

sentencia No. 001-10-PJO-CC, en el caso No. 0999-JP, cuando en su acápite tercero 

estableció varias reglas de cumplimiento obligatorio, aplicables en el caso de 

existencia de sentencias contradictorias o que no cuentan con precedente 

jurisprudencial. También se pronuncia en el caso que jueces sin fundamento 

constitucional y legal expidan sentencias dentro de garantías jurisdiccionales, que 

vuelvan inejecutables las sentencias resueltas previamente, quienes podrán ser 

destituidos de su cargo por parte de la Corte Constitucional. En este marco, se 

establece que las sentencias de acción de protección deben ser cumplidas y, para 

ello, los operadores de justicia que integran el sistema judicial están en la obligación 

de hacer ejecutar lo juzgado mediante la adopción de diversos mecanismos, con la 



finalidad de garantizar la eficacia de la garantía. Para ello, la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en su artículo 21 otorga la facultad 

a los jueces para emplear todos los medios que sean adecuados y pertinentes para 

que se ejecute la sentencia o el acuerdo reparatorio, señalando en este sentido que 

durante esta fase de cumplimiento, la jueza o juez podrá expedir autos para ejecutar 

integralmente la sentencia e incluso podrá evaluar el impacto de las medidas de 

reparación y de ser necesario, podrá modificar las medidas.  Así también, en el caso 

de los jueces que observen que los servidores públicos o particulares estén dilatando 

innecesariamente el cumplimiento de una sentencia, mediante un abuso del derecho, 

el Código Orgánico de la Función Judicial en sus artículos 131 y 132, les otorga 

facultades correctivas y coercitivas para garantizar el cumplimiento de sus 

disposiciones judiciales. En esta línea, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional en su artículo 22 establece las obligaciones que tienen las 

personas y jueces que no cumplan con las sentencias constitucionales, definiéndolas 

como violaciones procesales y estableciendo la facultad de los jueces para sancionar 

a la persona o institución que incumple. En el numeral 4 del referido artículo señala 

que “en caso de que servidoras o servidores públicos incumplieran una sentencia o 

acuerdo reparatorio, la jueza o juez ordenará el inicio del procedimiento para su 

eventual destitución. En caso de destitución del servidor omiso, el remplazo debe 

cumplir el fallo bajo las mismas prevenciones. No se podrán dictar actos ulteriores que 

afecten el fallo, bajo las mismas prevenciones”. Al respecto, Abel Zamorano en su obra 

“La sentencia constitucional”, señala que las sentencias constitucionales constituyen 

las decisiones jurisdiccionales más importantes de los tribunales constitucionales 

[sic], tanto desde el punto de vista jurídico, como de su trascendencia política, pues 

dicha decisión se refiere a la interpretación de la Constitución del Estado. De ahí que 

las mismas sean fuente de derecho y, en nuestro medio, constituyen o forman parte 

del bloque de constitucionalidad. Claudia Storini y Marco Navas en su obra “La acción 

de protección en Ecuador: Realidad jurídica y social” determinan que, para debatir 

sobre el cumplimiento de las sentencias constitucionales, se debe mencionar que 

aquellas emitidas por cualquier órgano jurisdiccional tienen como objeto llegar a 

cumplirse, pues no tendría asidero si —luego de un proceso, ya sea legal o 

constitucional— el producto final expresado en la sentencia no llega a materializarse. 

En este orden de ideas, se puede determinar que, uno de los elementos 

característicos de las sentencias constitucionales constituye la obligatoriedad en 

cuanto a su cumplimiento, generándose, mediante esta, un efecto de irradiación que 

vincula, además de las partes procesales, a los poderes públicos, que deben velar 

porque estas sean acatadas y lleguen a hacerse efectivas, pues solo con el 

cumplimiento integral de las sentencias se garantizan y justifican tanto la 

institucionalidad de todo ordenamiento jurídico como el andamiaje jurisdiccional, 

desplegado para el conocimiento y resolución de litigios. En la misma línea, el 

cumplimiento de las sentencias de orden constitucional permite afianzar la seguridad 

jurídica, la supremacía material de la Constitución y acatar el postulado de la tutela 

judicial efectiva.- Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, señala que: “La efectividad de las sentencias 

depende de su ejecución. El proceso debe tender a la materialización de la protección 



del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea 

de dicho pronunciamiento”. En este contexto tenemos que la esencia del ejercicio 

jurisdiccional se fundamenta en el poder de ejecución que tienen los jueces, 

recordándonos que dentro de su potestad jurisdiccional se encuentran “juzgar y 

hacer ejecutar lo juzgado”, por lo que toda sentencia emitida por un juez tendrá valor 

solo en la medida en que se garantice su cumplimiento y que en caso contrario deben 

activarse todas las herramientas para hacer cumplir las sentencias, más aún si las 

acciones versan sobre derechos constitucionales. Por lo expuesto, el cumplimiento 

de las sentencias constitucionales va de la mano con la potestad de los jueces 

constitucionales para buscar todos los medios necesarios para que se cumpla el fallo 

(exhortos, informes, convocatorias, medidas correctivas, medidas coercitivas, etc.) y 

en caso de no emplear dichos medios los operadores de la justicia se convierten en 

responsables del incumplimiento de la sentencia constitucional, exponiéndose a ser 

objeto de sanciones civiles, penales y administrativas, conforme lo determina la 

Constitución de la República. En el presente caso en particular, tanto en el Informe 

entregado por la Veeduría Ciudadana del concurso para la designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública, como en el desarrollo de la audiencia, se 

evidenció que han existido por parte de los mandados a cumplirla, esto es los 

miembros del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, una serie de 

acciones u omisiones encaminadas a obstaculizar su cumplimiento. Así se tiene 

intentos para quitarles la oficina donde actúan, falta de pago de sus dietas, falta de 

apoyo logístico para sus sesiones y reuniones, falta de posesión de comisionados de 

las funciones del Estado, uno de los cuales, el de la función judicial, con fecha 08 de 

noviembre de 2023 ha solicitado formalmente su posesión, entre otros aspectos 

descritos en la Audiencia. Así también, por parte de la Coordinadora General de 

Asesoría Jurídica, en su calidad de representante judicial del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, en el desarrollo de la audiencia ha justificado el 

incumplimiento de la sentencia y las medidas dictadas por esta juzgadora, en su 

inconformidad con la sentencia dictada y su opinión respecto a que esta juzgadora 

no puede emitir medidas de cumplimiento de sentencia, cuando el artículo 21 de la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional es muy claro en 

determinar que los jueces constitucionales contamos con esa facultad. Así también 

señaló que considera que la sentencia expedida en la presente causa es 

contradictoria con otra sentencia derivada de una acción de protección resuelta en 

la ciudad de Quito, cuando en la misma audiencia, los miembros de la Comisión 

Ciudadana de Selección, quienes conforme el artículo 209 de la Constitución de la 

República son los encargados de llevar a cabo el concurso público de oposición y 

méritos y por ende ejecutar ambas sentencias, manifestaron de forma expresa y 

categórica que no existe tal contradicción entre las referidas sentencias y que al 

contrario las mismas son complementarias y que es viable su cumplimiento. En este 

caso, se evidencia que el cumplimiento de la presente sentencia se ha visto afectado, 

y principalmente el concurso de méritos y oposición para designar a una de las más 

importantes autoridades del país como es la primera autoridad de la Defensoría 

Pública, se encuentra paralizado, por la mera opinión jurídica de una funcionaria del 

Concejo de Participación Ciudadana y Control Social, lo cual no deslinda la 



responsabilidad de las y los Concejeros, que son quienes en última instancia deciden 

sobre las acciones en el referido proceso. RESOLUCIÓN: Por lo antes señalado esta 

jueza constitucional con la finalidad de garantizar el cumplimiento de la sentencia 

dictada en la presente causa, en virtud de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y en uso de sus 

facultades correctivas y coercitivas dispone: 1) Declarar que, hasta el momento, el 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social ha incumplido la sentencia 

expedida el 20 de enero de 2023 en la presente causa, la cual fue ratificada el 27 de 

febrero de 2023 por la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Los 

Ríos con sede en el cantón Quevedo, aduciendo una inexistente contradicción 

jurisprudencial por parte de su Coordinadora General de Asesoría Jurídica, por lo cual 

se mantiene incurriendo las violaciones procesales establecidas en el artículo 22 de 

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 2) Disponer a 

los miembros de la Comisión Ciudadana de Selección para la designación de la 

Primera Autoridad de la Defensoría Pública para que en el término de 48 horas 

reanuden  el Concurso de Méritos y Oposición para la designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública con los miembros que se encuentran 

posesionados mediante resolución No. CPCCS-PLE-SG-005-E-2023-0034 del 09 de 

junio de 2023, sin perjuicio de la posterior incorporación de comisionados aún no 

posesionados; para lo cual deberán proceder a designar sus autoridades, dejar sin 

efecto cualquier acto o disposición que suspenda, retroceda o retarde el normal 

desarrollo del referido proceso y continúen el referido concurso desde la fase más 

avanzada que se ha efectuado conforme el Reglamento del concurso, esto es, 

el examen práctico y la correspondiente fase de impugnación, bajo pena de 

establecer medidas coercitivas en su contra y disponer las acciones penales 

correspondientes. 3) Disponer a los Consejeros y en general a todos los servidores 

del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, se abstengan de realizar 

cualquier acción encaminada a retardar, suspender u obstaculizar el normal 

desarrollo del Concurso de Méritos y Oposición para la designación de la Primera 

Autoridad de la Defensoría Pública, lo que incluye la obligación de facilitar la logística 

para las sesiones, cumplir con las obligaciones presupuestarias derivadas del 

concurso y abstenerse de realizar acciones de retaliación en contra de los miembros 

de la Comisión Ciudadana de Selección y/o la Veeduría Ciudadana, que pueda afectar 

la ejecución de sus funciones y competencias. 4) En virtud del incumplimiento de la 

sentencia dictada dentro de la presente causa y de las medidas establecidas 

mediante autos de fecha 12 de octubre de 2023 y 25 de octubre de 2023, se dispone 

a cada uno de los miembros del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana y 

Control Social remitan en el término de 72 horas un informe justificando las razones 

de su incumplimiento y las acciones efectuadas para cumplir el presente auto, bajo 

pena de establecer medidas coercitivas en su contra y disponer las acciones penales 

correspondientes. 5) En virtud del incumplimiento de la sentencia dictada dentro de 

la presente causa y de las medidas establecidas mediante autos de fecha 12 de 

octubre de 2023 y 25 de octubre de 2023 por efecto de las acciones e informes por 

parte de la Ab. María Belén Cadena Ramírez, en su calidad de Coordinadora General 

de Asesoría Jurídica, se dispone a dicha funcionaria remita en el término de 72 horas 



un informe justificando las razones de su incumplimiento y las acciones efectuadas 

para cumplir el presente auto, después de lo cual, esta jueza constitucional se 

pronunciará de ser pertinente para la liquidación y cobro de la multa compulsiva 

establecida mediante auto de 25 de octubre de 2023, así como respecto al proceso 

sancionatorio establecido en el numeral 4 del artículo 22 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Actúe como secretario encargado 

el Ab. Kleber Mesías.- Cúmplase y Notifíquese.- 

 

 

f: JENNY PATRICIA FREIRE ARIAS, JUEZ 

 

 

Lo que comunico a usted para los fines de ley. 

 

 

MESIAS MERA KLEBER MARLON 

SECRETARIO/A (RT) 
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